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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Radicación Nro. :
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Accionante:

DORA MONTOYA PATIÑO

Accionado:
SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO Y LA OFICINA DE REGISTRO E INSTRUMENTOS PÚBLICOS 

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión que declaró improcedente la acción

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas:   
NEGATIVA DE INSCRIPCIÓN DE ESCRITURA PÚBLICA DE BIEN INMUEBLE / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / NO SE AGOTARON LOS RECURSOS / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL/ NO SE PROBÓ UN PERJUICIO IRREMEDIABLE. “[E]n atención al principio de subsidiariedad que rige la acción constitucional, se aprecia que la tutela no es la llamada a intervenir en el asunto referido, pues véase que con ocasión de la expedición del acto administrativo adoptado por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, se abría para la solicitante la posibilidad de interponer los recursos ordinarios -mismos a los que renunció de manera expresa- o acudir a la vía judicial para controvertir lo allí decidido, sin que así hubiere obrado. En efecto, como así lo consideró la a quo, en este caso no es la justicia constitucional la encargada de incursionar en temas que a todas luces no son de su competencia, sino de otras jurisdicciones a las que bien puede concurrir la actora, como así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional (…) Frente a la decisión que conllevó a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos a abstenerse de realizar el registro de la escritura donde aclaró su estado civil y canceló la afectación a vivienda familiar, bien pudo la señora DORA MONTOYA PATIÑO interponer los recursos a los que tenía derecho legalmente, pero renunció a ellos; e incluso acudir a la Jurisdicción de Familia para que en el curso de un proceso de jurisdicción voluntaria y luego de demostrar que para el año 2002, cuando suscribió la escritura 4.079 de diciembre 2, era “soltera y sin unión marital de hecho” como así lo pregona, se ordene la cancelación del gravamen que pesa sobre el inmueble. Procedimiento éste último que se considera el mecanismo judicial más idóneo y eficaz para procurar la salvaguarda de sus intereses. Téngase presente de todas formas, que contrario a lo referido por la parte recurrente, no se presentó un simple error tipográfico por parte de la Notaría “al utilizar una minuta en la que no se varió lo relativo al estado civil de la persona”, como se indica, sino que la realidad enseña que la señora DORA MONTOYA de manera libre, voluntaria, consciente y debidamente informada suscribió la escritura, pues de haber acaecido lo planteado por su abogada, muy seguramente la actora se hubiera negado a firmarla, ya que tal situación implicaba erogaciones adicionales, en tanto al indicarse que era casada y con sociedad conyugal vigente conllevaba que su residencia quedara afectada a vivienda familiar y por ende sería inembargable, como así acaeció hasta ahora cuando reclama se corrija ese supuesto yerro. Estima la Sala entonces que la solicitud que efectúa la accionante no puede ser resuelta por vía de una acción de tutela, en tanto la misma no puede convertirse en un medio alterno o supletorio de los mecanismos ordinarios que contempla el ordenamiento legal, como así lo ha dejado claro la Corte Constitucional, máxime que en el presente asunto no se observa la comisión de un perjuicio irremediable, en tanto de ello nada se probó.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintitrés (23) de enero de dos mil diecisiete (2017)

                                                                  Acta de Aprobación N° 030
                                                                     Hora: 7:15 a.m.                                  
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada de la señora DORA MONTOYA PATIÑO frente al fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada contra la Superintendencia de Notariado y Registro y la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta capital.

2.- DEMANDA 

Los hechos puestos en conocimiento por intermedio de la abogada de la señora MONTOYA PATIÑO, se pueden resumir de la siguiente manera: (i) siempre ha sido soltera y sin unión marital de hecho, aun así en diciembre 2 de 2002 al suscribir en la Notaría Segunda del Círculo la escritura pública 4.079 con ocasión de la compraventa de un inmueble ubicado en la manzana S-19 número 5 de la urbanización Cuba, con matrícula 290-459 se inscribió erradamente su estado civil al señalarse “casada con sociedad conyugal vigente”, cuando lo correcto era soltera y sin unión marital; (ii) tal situación conllevó a que el bien quedara afectado a vivienda familiar en forma indeterminada; (iii) en marzo 4 de 2016, por escritura 750 elevada ante la Notaría Tercera de Pereira, se aclaró el yerro en que se incurrió en la 4.079 y se canceló tal afectación; (iv) la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira mediante nota devolutiva de abril 1° de 2016 rechazó el registro de ese documento al considerar que para ello debían comparecer y signarla ambos cónyuges; (v) contra esa decisión no se ejercieron recursos, por lo cual se solicitó la revocatoria directa del acto ante la Superintendencia de Notariado, y al no dar respuesta se presentó tutela ante el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, lo que conllevó a que dicha entidad por resolución 12681 de noviembre 18 de 2016 confirmara la nota devolutiva; y (vi) hace referencia a otras escrituras donde ha sucedido la misma situación acá enunciada y las cuales han sido registradas ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.

Pide en consecuencia se tutelen los derechos a la igualdad y debido proceso que le asisten a la señora DORA MONTOYA PATIÑO y se ordene inscribir la escritura N° 750 de marzo 4 de 2016 en el folio de matrícula 290-4591 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela, dispuso correr traslado de la misma a la Superintendencia de Notariado y Registro, a la Oficina de Instrumentos Públicos de Pereira y vinculó a las Notarías Segunda y Tercera del Círculo de Pereira, quienes al respecto informaron lo siguiente:

- El Notario Segundo del Círculo de Pereira expresa que tal como aparece en la escritura 4079 de abril 4 de 2002 la señora DORA MONTOYA PATIÑO manifestó que era “casada con sociedad conyugal vigente” y al final aceptó la misma, en la cual se constituyó afectación a vivienda familiar. Agrega que la actora supo con claridad el estado civil allí plasmado, aprobó su texto y ello fue lo que obligó legalmente a constituir tal gravamen, lo cual debió conocer pues ello le generaba costos adicionales y hacía inembargable el bien, y de no estar de acuerdo con tales situaciones debió comunicar lo pertinente antes de firmar la escritura. Estima que ningún derecho se le vulneró con la expedición de dicha documento y por ende la tutela no puede prosperar.

- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Notariado y Registro informa que la tutela solo procede frente a las situaciones autorizadas por la Constitución y la Ley, siendo un mecanismo excepcional frente a un número reducido de eventualidades, y luego de hacer alusión a la competencia de dicha Superintendencia y funciones de las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, señala que la inscripción de un documento no obedece al arbitrio del Registrador, sino que debe tener un amparo legal, en tanto dicho funcionario ejerce control de legalidad sobre todos los instrumentos presentados para su anotación. Agrega que frente a la solicitud de revocatoria directa de la nota devolutiva, dicha entidad se pronunció mediante Resolución 1281 de noviembre 18 de 2016 y se acogen a lo allí indicado. Pide se denieguen las pretensiones de la acción constitucional por no vulnerar derecho alguno.
- El Registrador Principal de Instrumentos Públicos de Pereira en relación con la nota devolutiva de la escritura 750 de marzo 4 de 2016 indica que la señora DORA MONTOYA fue notificada, renunció a términos, y desistió de los recursos de reposición y apelación, por lo cual no se quebrantó el debido proceso, y lo que ahora pretende es revivir dichos plazos sin subsanar las falencias que posee el documento, no obstante solicitar la revocatoria directa del acto administrativo que le fue negada. Agrega que la tutela es temeraria pues con antelación se presentó igual acción ante el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, y tampoco se le han cercenado sus derechos al debido proceso e igualdad, pues los casos expuestos corresponden a otro círculo registral que no deben ser considerados; además que la tutela solo procede cuando no se disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice para evitar un perjuicio irremediable.
3.2- Culminado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia mediante sentencia de diciembre 14 de 2016 declaró improcedente la acción de tutela al observar que la accionante dispone de otros medios de defensa judicial, como sería acudir a un proceso de jurisdicción voluntaria ante un juzgado de familia, para que sea allí donde se ordene el levantamiento de la afectación a vivienda familiar, el cual resulta idóneo y eficaz para obtener un pronunciamiento de fondo al respecto, máxime que no existe justificación para que se omita adelantar dicho trámite ordinario, en tanto no se acreditó la posibilidad de ocurrencia de un perjuicio irremediable en contra de la señora DORA MONTOYA PATIÑO.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la apoderada de la accionante sustentó recurso, del cual se puede extraer lo siguiente: (i) aunque no se hizo uso de los mecanismos idóneos para la protección de los derechos afectados, sí se interpusieron los recursos extraordinarios como fue la revocatoria directa, lo que demuestra el compromiso de la actora para solucionar el asunto; (ii) su cliente no debe asumir la carga de un error de tipografía en cabeza de la Notaría, donde presume se utilizó una minuta y pasaron por alto modificar lo relativo a su estado civil; (iii) pide se revise la actuación, pues existen evidencias que en situaciones fácticas similares a la presente se ha corregido de manera simple, sin necesidad de concurrir a la vía judicial e inscritas en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, lo que hace obvio la violación al derecho a la igualdad; (iv) tal dependencia le impone cargas extras a su cliente y hace caso omiso de las actividades realizadas para resolver tal problemática en otras dependencias, por lo cual no hay una igualdad real y efectiva frente a sus homólogos quienes sí han inscrito escrituras de aclaración; (v) la posición de la Oficina de Registro vulnera el derecho a la igualdad, al exigir un procedimiento especial y demorado, que ocasiona la parálisis del inmueble comercial, máxime que su cliente necesita vender el bien a raíz de su situación financiera.

Solicita en consecuencia se ordene inscribir la escritura pública 750 de 2016 de la Notaría Tercera de Pereira en el folio de matrícula inmobiliaria, con miras a la protección de sus derechos fundamentales.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.

En este caso la señora DORA MONTOYA PATIÑO concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos que estima quebrantados por la Superintendencia de Notariado y Registrado y la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, toda vez que ésta última se abstuvo de efectuar la inscripción de la escritura 750 de marzo 4 de 2016 en el folio de matrícula inmobiliaria N° 290-4591 por medio de la cual se corrigió el yerro cometido en la escritura 4.079 de diciembre 2 de 2002, en relación con el estado civil de la actora y a la vez se canceló la afectación a vivienda familiar.

El fundamento que tuvo a bien considerar la Oficina de Instrumentos Públicos para negarse a realizar tal inscripción y por ende disponer su devolución, fue el hecho de que para la cancelación de tal gravamen se hacía necesaria la presencia de ambos cónyuges o compañeros permanentes para la suscripción de la escritura, como así lo refiere la Ley 258 de 1996  y 854 de 2003, de lo cual fue debidamente notificada la señora MONTOYA PATIÑO, como se advierte de la documentación arrimada al expediente en la cual dejó expresa constancia que renunciaba a los términos para interponer recursos
.

No obstante ello, con posterioridad y por intermedio de su apoderada solicitó la revocatoria directa de dicho acto administrativo ante la Superintendencia de Notariado y Registro, entidad ésta que luego de haberse interpuesto acción de tutela por no acatar el derecho de petición, le respondió en resolución 12681 de noviembre 18 de 2016 por medio de la cual se confirmó la nota devolutiva  proferida por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira y donde se indicó que: “la misma Ley le otorga a la solicitante los mecanismos para refrendar o corregir las equivocaciones en que se pueda incurrir en el ejercicio notarial”.

De ese sucinto recuento, y en atención al principio de subsidiariedad que rige la acción constitucional, se aprecia que la tutela no es la llamada a intervenir en el asunto referido, pues véase que con ocasión de la expedición del acto administrativo adoptado por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, se abría para la solicitante la posibilidad de interponer los recursos ordinarios -mismos a los que renunció de manera expresa- o acudir a la vía judicial para controvertir lo allí decidido, sin que así hubiere obrado.

En efecto, como así lo consideró la a quo, en este caso no es la justicia constitucional la encargada de incursionar en temas que a todas luces no son de su competencia, sino de otras jurisdicciones a las que bien puede concurrir la actora, como así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, al sostener en la sentencia T-344/08 que:

“3.1 De acuerdo con el inciso 3 del artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela “[S]olo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” Así mismo, el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la acción de tutela es improcedente en los casos en que el accionante tenga a su alcance otros recursos o medios de defensa judiciales para la protección de sus derechos.
 
3.2 En este sentido, esta Corporación ha sostenido que la acción de tutela obedece al principio de subsidiariedad, es decir, no es un mecanismo de defensa judicial alternativo o supletorio de los recursos o medios ordinarios previstos por el legislador para el amparo de un derecho; no puede ser empleada para revivir oportunidades procesales vencidas como consecuencia de la inactividad injustificada del interesado; y, no constituye un último medio judicial para alegar la vulneración o afectación de un derecho.
3.3 En efecto, conforme a su naturaleza constitucional, la acción de tutela es el mecanismo preferente de protección de los derechos fundamentales, cuyo ejercicio debe estar dirigido a obtener un amparo efectivo e inmediato frente a los actos u omisiones que los amenacen o vulneren. Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes.”
 -negrillas fuera de texto-
Frente a la decisión que conllevó a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos a abstenerse de realizar el registro de la escritura donde aclaró su estado civil y canceló la afectación a vivienda familiar, bien pudo la señora DORA MONTOYA PATIÑO interponer los recursos a los que tenía derecho legalmente, pero renunció a ellos; e incluso acudir a la Jurisdicción de Familia para que en el curso de un proceso de jurisdicción voluntaria y luego de demostrar que para el año 2002, cuando suscribió la escritura 4.079 de diciembre 2, era “soltera y sin unión marital de hecho” como así lo pregona, se ordene la cancelación del gravamen que pesa sobre el inmueble. Procedimiento éste último que se considera el mecanismo judicial más idóneo y eficaz para procurar la salvaguarda de sus intereses.

Téngase presente de todas formas, que contrario a lo referido por la parte recurrente, no se presentó un simple error tipográfico por parte de la Notaría “al utilizar una minuta en la que no se varió lo relativo al estado civil de la persona”, como se indica, sino que la realidad enseña que la señora DORA MONTOYA de manera libre, voluntaria, consciente y debidamente informada suscribió la escritura, pues de haber acaecido lo planteado por su abogada, muy seguramente la actora se hubiera negado a firmarla, ya que tal situación implicaba erogaciones adicionales, en tanto al indicarse que era casada y con sociedad conyugal vigente conllevaba que su residencia quedara afectada a vivienda familiar y por ende sería inembargable, como así acaeció hasta ahora cuando reclama se corrija ese supuesto yerro. 

Estima la Sala entonces que la solicitud que efectúa la accionante no puede ser resuelta por vía de una acción de tutela, en tanto la misma no puede convertirse en un medio alterno o supletorio de los mecanismos ordinarios que contempla el ordenamiento legal, como así lo ha dejado claro la Corte Constitucional, máxime que en el presente asunto no se observa la comisión de un perjuicio irremediable, en tanto de ello nada se probó.
Además véase que en momento alguno por parte de las entidades accionadas se vulneró el debido proceso, ya que una vez se profirió la decisión que fue contraria a los intereses de la accionante por parte de la Oficina de Instrumentos Públicos de Pereira, tal resolución le fue notificada y en lugar de haber interpuesto los recursos ordinarios que procedían, optó por su renuncia, sin que pueda a la hora de ahora utilizar la tutela como vía excepcionalísima, con miras a revivir unos términos que se encuentran vencidos, más aun cuando por intermedio de apoderada optó por acudir a la revocatoria directa de ese acto administrativo, el cual, como vimos, tampoco la favoreció.
Aunque también aduce la actora que se quebrantó el derecho a la igualdad, por cuanto a otras personas que efectuaron escrituras donde aclaraban su estado civil y cancelaban la afectación de inmuebles, la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos procedió a su inscripción en el folio de matrícula pertinente, de los elementos probatorios que se arrimaron por parte de la actora solo se evidencian las mencionadas escrituras donde se hace alusión a tal circunstancia, pero además de ello no se aportaron los correspondientes certificados de tradición donde conste que efectivamente en dicha Oficina o ante otro de sus homólogos se hubiera plasmado dicha anotación sin objeción alguna, ya que de la información que al respecto consignó la apoderada de la actora en el escrito de tutela
, se observa que solo se inscribió lo relativo a la aclaración del estado civil de unos ciudadanos, mas no a la cancelación de la afectación a vivienda familiar, en tanto de ello nada se dice.

Por lo anterior y como quiera que en sentir de esta Corporación no se avizora la vulneración de los derechos fundamentales reclamados por la actora, se confirmará la providencia adoptada.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito  de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 59. 


� Sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008, T-043 de 2007. 


� Ver folio 4. 
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